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Matriz de Análisis 

Matriz para la 
aplicación del derecho 

a la igualdad y el 
principio de no 
discriminación 

 INFORMACIÓN GENERAL 
 Número de Rol/Caso:  37-2020 Fecha: 1 de septiembre de 2020 
 Partes intervinientes: Ministerio público, y defensa penal de cada imputado.  
 Materia: Penal 
 Tipo de proceso: Ordinario penal  Clase de decisión:  Absolutoria 
 Autoridad que toma la decisión: Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Punta Arenas  
 Considerando relevante:  

CONSIDERANDO DECIMOCUARTO (EXTRACTO): “Por otro lado, el ministerio público sostiene su 
acusación respecto de IMPUTADA en que ésta se dedicaba además a recolectar el dinero producto de 
la droga y utilizar el dinero obtenido, lo cual no se sustenta suficientemente en la prueba acompañada 
por el ministerio público. En efecto, el persecutor penal, sustenta dicha aseveración en que en el 
domicilio de IMPUTADA fueron halladas varias libretas con anotaciones de ventas, con ingresos de 
dinero y otros documentos que darían cuenta de la compra por parte de éste de un par de vehículos y 
un sitio o terreno. Sin embargo, dichas anotaciones no solo son equívocas en cuanto a su real origen, 
sino que muchas de ellas se evidencian claramente que corresponden a consumos de licores, compra de 
dichas bebidas y otros insumos, coincidentes con la administración del local "XXXX" que, 
indubitadamente, administraba. Asimismo, ella ha reconocido haber ejercido durante algún tiempo el 
comercio sexual y/o administrar el trabajo de otras chicas en el local, con lo cual ha podido generarse 
una cantidad considerable de recursos, todos ellos por cierto, en la informalidad tributaria, como es 
habitual en estos casos, así como la venta continua de tragos en su local, por lo que la aseveración en 
juicio del funcionario policial en el sentido que no concordaban los ingresos de ésta con sus egresos, 
tiene una justificación razonable en la operación informal de este negocio que, podrá ser materia de una 
investigación tributaria, pero no  de un reproche penal por la compra y venta de un par de vehículos de 
relativo bajo valor, así como del pie para la compra de un sitio.” 

 Tema/s tratados en el caso: Suficiencia probatoria, estereotipos de género 
 Resumen del caso: El Ministerio Público, teniendo como noticia que personas determinadas estarían 

dedicados al tráfico de drogas en la región de Magallanes, y utilizando diversas herramientas y técnicas 
de investigación propias de la ley 20.000.-, se logró recabar antecedentes suficientes durante el año 2019, 
que permitían vincular al imputado IMPUTADO 1 junto a su conviviente IMPUTADA con los imputados 
IMPUTADO 2, IMPUTADO 3 y IMPUTADO 4 junto a otras personas en el tráfico de drogas. 
Fue así, que dentro de ese contexto, se obtuvo antecedentes que permitían establecer que el imputado 
IMPUTADO 1, coordinaba permanentemente la entrega de droga ilícita a distintos distribuidores de 
Punta Arenas, para ello en algunas oportunidades incluso se trasladaba a Perú para el envío de sustancias 
ilícitas, contando como brazos operativos de la distribución de dicha sustancia con los imputados 
IMPUTADA, IMPUTADO 2 y IMPUTADO 3. 
En cuanto a la calificación jurídica, los hechos descritos, a juicio del Ministerio Público, configuran el delito 
consumado de tráfico de drogas del art. 3 en relación al 1, ambos de la Ley 20.000, donde a todos los 
imputados les corresponde participación en calidad de autores en los términos del art. 15 N° 1 del Código 
Penal. Además, sobre los acusados concurriría la agravante del art. 19 letra a) de la Ley 20.000, esto es 
“si el imputado formó parte de una agrupación o reunión de delincuentes, sin incurrir en el delito de 
organización del art. 16”, y no concurrirían atenuantes. 
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 El tribunal, luego de una valoración de la prueba donde indica que la participación de la IMPUTADA no 
se encuentra debidamente acreditada decide decretar su absolución, mientras que al resto de los 
imputados se les condenó por la Ley 20.000. IMPUTADO 1 y IMPUTADO 2 fueron condenados por el 
delito de tráfico ilícito de sustancias estupefacientes o psicotrópicas, mientras que los IMPUTADOS 3, 4 
y 5 fueron condenados por el delito de tráfico ilícito de pequeñas cantidades de sustancias 
estupefacientes o psicotrópicas. 

CRITERIO 
(Lineamientos a analizar que 
sirven de apoyo para elaborar 

la sentencia con perspectiva de 
género) 

SENTENCIA 
(Transcripción de extractos de los 
considerandos de la sentencia que 

identifican los criterios)- (O consideraciones al 
caso) 

ANÁLISIS PEDAGÓGICO 
(Comentario o análisis sobre el hallazgo o el 

vacío relativo al criterio) 

PASO I: Identificación del caso 

 Analizar el contexto en 
que se desarrollan los 
hechos. 

CONSIDERANDO DUODÉCIMO: “El tribunal 
luego de analizar la prueba incorporada al 
efecto, entre ellas, la gran cantidad de pistas 
de audio correspondientes a grabaciones de 
interceptaciones telefónicas, las 
declaraciones de todos los acusados, así como 
los testimonios de los funcionarios policiales 
TESTIGO 1, TESTIGO 2 y TESTIGO 3 , se pudo 
establecer que en primer término IMPUTADO 
5 solamente fue contactado en etapas finales 
de la investigación por IMPUTADO 1 para que 
le sirviera de transporte de droga ilícita que 
adquiriría en Perú y por lo cual le pagaría una 
cantidad de dinero determinada, sin que 
existan antecedentes sobre conocimiento 
previo de los demás imputados, habida 
consideración que IMPUTADO 3 y 
IMPUTADO 4 fueron detenidos en un 
procedimiento independiente a éste, en 
circunstancias que portaban determinada 
cantidad de droga, pero las pruebas 
acompañadas al juicio, no dan ningún indicio 
siquiera de una eventual vinculación respecto 
de los demás imputados. 
En relación a IMPUTADA, por ser pareja y 
padres en común de un hijo, además de 
convivir con él, es lógico y esperable que 
tuviera una vinculación y comunicación 
permanente con el principal implicado 
IMPUTADO 1, respecto de la cual asimismo, 
se probó en el juicio que administraba un 
local nocturno denominado "XXXX" , al cual 
solían concurrir el resto de los imputados, 
todos de nacionalidad Dominicana, por lo que 
el conocimiento mutuo entre ellos y 
conversaciones frecuentes, resultan 
plenamente atendibles al formar una misma 
comunidad extranjera que habitualmente se 
reunía en ese local para celebrar o 
conmemorar sus tradiciones. 
También fue posible advertir que IMPUTADO 
1 conocía y conversaba con los hermanos 

 
El tribunal sitúa adecuadamente los 
hechos, describiendo aquellos materia 
del juicio, y considerando el contexto 
temporal y espacial en el que ocurren. 
Así se caracteriza la situación general 
como una donde una comunidad de 
personas extranjeras, de nacionalidad 
dominicana, se encuentran en la 
ciudad de Punta Arenas. Varios de ellos 
traficaban droga, por lo que el 
Ministerio Público y las policías 
hicieron seguimiento durante varios 
meses del año 2019.  
Respecto de la situación de la imputada 
y el imputado 1 en particular, el 
tribunal sitúa los hechos en el contexto 
de una pareja que pertenece a una 
comunidad de extranjeros que se 
conocen y comparten, y posee 
comunicación regular entre ellos. Así, 
cabe determinar si todo se encuentran 
o no involucrados en las actividades 
delictuales. Este punto se aborda en la 
sentencia al momento de analizar la 
solicitud de agravante especial del 
artículo 19 letra a) de la Ley N° 20.000.- 
esto es, si el imputado formó parte de 
una agrupación o reunión de 
delincuentes, sin incurrir en el delito de 
organización del artículo 16 de la 
misma ley. 
 
En cuanto a la situación de la imputada, 
el tribunal descarta las pretensiones 
del Ministerio Público respecto de ésta, 
dado que la única prueba real con la 
cuentan es la relación que sostiene con 
el IMPUTADO 1. Para ello fija el 
contexto y la dinámica de las 
actividades comerciales realizadas por 
la imputada y las circunstancias de su 



Página 3 de 14 
 

IMPUTADOS 3 y 4 y IMPUTADO 2, todos de la 
misma nacionalidad Dominicana y, por cierto 
con intereses comunes, incluso éstos han 
reconocido que en alguna oportunidad se 
proveían de droga para vender en pequeñas 
cantidades con IMPUTADO 1, por lo que es 
dable presumir una relación comercial de 
droga entre ellos, de mayorista a minorista, 
pero no por eso los transforma en una 
agrupación con intereses y fines comunes y 
único. Así, cabe recordar que los IMPUTADOS 
3 y 4 fueron aprehendidos por bolsas 
pequeñas de distintos colores, a saber, 
negras, celestes y blancas, sin embargo, en 
grabaciones telefónicas es posible advertir 
que IMPUTADO 1 reconoce su autoría en la 
procedencia solamente de las bolsas negras 
con un mayor grado de pureza, en tanto, que 
los IMPUTADOS 3 y 4 vendían bolsas de otros 
colores, lo cual revela su autonomía en la 
actividad ilícita que realizaban. Misma 
relación que IMPUTADO 1 mantenía con 
IMPUTADO 2, esto es, de proveedor 
mayorista a minorista, de ahí las 
conversaciones constantes entre ellos, pero 
no se colige por ese solo hecho que 
pertenecieran a una agrupación o reunión de 
delincuentes, como pretende la fiscalía del 
ministerio público. 
En definitiva, al no haberse acreditado los 
presupuestos materiales de la circunstancia 
agravante especial invocada, se desestimará 
la misma en cuanto a los hechos 
efectivamente probados en juicio. 

relación con imputado 1 de una forma 
suficientemente detallada.  

Identificar las partes o 
sujetos procesales, desde 
las “categorías 
sospechosas”. 

CONSIDERANDO DUODÉCIMO (EXTRACTO): 
“En relación a IMPUTADA, por ser pareja y 
padres en común de un hijo, además de 
convivir con él, es lógico y esperable que 
tuviera una vinculación y comunicación 
permanente con el principal implicado 
IMPUTADO 1, respecto de la cual asimismo, 
se probó en el juicio que administraba un 
local nocturno denominado "XXXX", al cual 
solían concurrir el resto de los imputados, 
todos de nacionalidad Dominicana, por lo que 
el conocimiento mutuo entre ellos y 
conversaciones frecuentes, resultan 
plenamente atendibles al formar una misma 
comunidad extranjera que habitualmente se 
reunía en ese local para celebrar o 
conmemorar sus tradiciones. 
 
CONSIDERANDO DECIMOCUARTO 
(EXTRACTO): “Asimismo, ella ha reconocido 
haber ejercido durante algún tiempo el 

5 de los 6 imputados son de 
nacionalidad extranjera, dominicana 
en específico, cuestión que es 
considerada por el tribunal para 
justificar su decisión.  
En el caso particular de las personas de 
nacionalidad dominicana que viven en 
Chile, suelen confluir diversas 
categorías sospechosas de 
discriminación. No solo la nacionalidad 
es relevante, sino también el estatus 
migratorio, e incluso el color de piel, 
cuestiones que el tribunal no explicita.  
Considerando que estos factores 
agravan el riesgo de sufrir 
discriminación, habría sido relevante 
razonar en torno a ellos o descartarlos 
en caso de que no estuvieran 
presentes. 
En el caso de la imputada, además de la 
nacionalidad, concurre la categoría 



Página 4 de 14 
 

comercio sexual y/o administrar el trabajo de 
otras chicas en el local, con lo cual ha podido 
generarse una cantidad considerable de 
recursos, todos ellos por cierto, en la 
informalidad tributaria, como es habitual en 
estos casos, así como la venta continua de 
tragos en su local, por lo que la aseveración 
en juicio del funcionario policial en el sentido 
que no concordaban los ingresos de ésta con 
sus egresos, tiene una justificación razonable 
en la operación informal de este negocio que, 
podrá ser materia de una investigación 
tributaria, pero de un reproche penal por la 
compra y venta de un par de vehículos de 
relativo bajo valor, así como del pie para la 
compra de un sitio”. 
 

sospechosa del género. Si bien, el 
tribunal no la aborda como tal, si tiene 
presente estereotipos vinculados al 
género que han operado en este caso, 
y que derivan del trabajo sexual de la 
víctima y la relación con imputado 1.  

Identificar los derechos 
reclamados o vulnerados. 

CONSIDERANDO PRIMERO (EXTRACTO): 
IMPUTADA, cédula de identidad CÉDULA DE 
IMPUTADA, nacionalidad dominicana, 35 
años, administradora de local nocturno, 
soltera, domiciliada en DOMICILIO DE 
IMPUTADA, Punta Arenas, actualmente 
sujeta a la medida cautelar de prisión 
preventiva, representada por el abogado 
defensor penal público Bórquez Díaz 

El caso se trata de tráfico ilícito de 
drogas, por lo que no se refiere a 
derechos reclamados o vulnerados de 
forma explícita, como es usual en el 
razonamiento jurídico penal, 
encaminado más bien a resguardar 
bienes jurídicos protegidos y satisfacer 
tipos penales. 
Sin embargo, de la descripción de los 
hechos se desprende que han sido a lo 
menos afectados el derecho a la 
igualdad y no discriminación, y a la 
libertad personal, toda vez que la 
imputada ha permanecido en prisión 
preventiva en base a una prueba es 
considerada por el tribunal como 
insuficiente para establecer 
seriamente su responsabilidad.  
 

Revisar la necesidad de 
disponer o no, de medidas 
de protección. 

NO APLICA 
 

En la sentencia no se hace referencia a 
medidas de protección, dado que la 
persecución contra la imputada es más 
bien razón de su relación de pareja con 
uno de los imputados que por su 
participación misma, y no existe un 
riesgo del que deba ser protegida. 

 

 

PASO II: Análisis y desarrollo del caso 

Actuar con observancia de 
la debida diligencia judicial 
para garantizar el acceso a 
la justicia. 

CONSIDERANDO SEGUNDO (EXTRACTO): “Que los hechos 
materia de la acusación, según el respectivo auto de apertura, 
son los siguientes: (…) 
 
De esta manera, el día 07 de agosto de 2019, una vez de 
regreso al territorio nacional el imputado IMPUTADO 1, 

Sentencia no aborda la obligación 
de debida diligencia, pese a que 
esta debería haberse observado 
por tratarse de un caso que 
involucra de forma indirecta la 
discriminación de género. De 
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funcionarios de la PDI en cumplimiento de las respectivas 
órdenes judiciales de detención, entrada y registro de 
domicilios autorizados, procedieron a la detención de los 
imputados IMPUTADO 1, en el aeropuerto internacional 
Carlos Ibáñez del Campo, luego de arribar a la ciudad de Punta 
Arenas en vuelo XXXX, incautándole un teléfono celular 
marca Huawei color negro y una tarjeta de embarque.- La 
detención de la imputada IMPUTADA, se realizó en su 
domicilio ubicado en DOMICILIO DE IMPUTADA de Punta 
Arenas, y al ingreso y registro de su domicilio, se encontró un 
teléfono celular marca Apple, color dorado, un teléfono 
celular marca Apple, color gris, un teléfono celular marca 
Samsung color gris, un ticket de compra de pasajes aéreo de 
la Empresa XXXX a nombre de IMPUTADO 1, un contrato de 
arrendamiento, un cuaderno marca auca color verde con 
anotaciones, una libreta color negro con la leyenda “Diary”, 
dos facturas a nombre de IMPUTADO 2 un comprobante de 
saldo de cuenta ahorro, cuatro comprobantes de depósito de 
Banco Estado, recibos de arriendo de Restaurant, un 
cuaderno marca colon color celeste con diseño con 
anotaciones, una nota de venta XXXX por un camión mara 
Hyundai, modelo porter a nombre de la imputada 
IMPUTADA, diferentes tipos de contrato a nombre de 
diferentes personas, una nota de venta por un automóvil 
marca Sangyong modelo Musso a nombre de la imputada 
IMPUTADA, dos pastillas color rosado con características 
propias a MDMA (Éxtasis), las cuales sometidas a prueba 
orientativa arrojaron coloración positiva para MDMA, cuatro 
talonarios de boletas del restaurante “XXXX" una solicitud de 
transferencia del automóvil placa patente XXXX, un padrón 
del vehículo placa patente XXXX a nombre de la imputada 
IMPUTADA, un formulario de transferencia del vehículo placa 
patente XXXX a nombre de la imputada IMPUTADA se 
incautó además un vehículo marca Nissan placa patente 
XXXX. 
De esta manera, la imputada IMPUTADA, teniendo pleno 
conocimiento y participación del tráfico ilícito de drogas, se 
encargaba de entregar droga ilícita, recolectar y utilizar el 
dinero de la obtención de dicho tráfico. Además de entregar 
información y protección a su conviviente el imputado 
IMPUTADO 1. 
Según el acusador, respecto de los acusados IMPUTADO 1, 
IMPUTADA, IMPUTADO 2, IMPUTADO 3, IMPUTADO 4 e 
IMPUTADO 5, concurriría la agravante del artículo 19 letra a) 
de la Ley N°20.000, esto es “si el imputado formó parte de una 
agrupación o reunión de delincuentes, sin incurrir en el delito 
de organización del artículo 16”, en tanto que no concurrirían 
circunstancias atenuantes de responsabilidad penal. 
Sobre esa base, solicita se imponga a cada uno de los 
acusados la pena de diez (10) años y un día de presidio mayor 
en su grado medio, multa de 200 unidades tributarias 
mensuales, accesorias legales que procedan y costas de la 
causa” 

todas formas, en relación a la 
celeridad de la investigación y la 
tramitación judicial, la sentencia 
se dictó 1 año después de la 
detención de la imputada, tiempo 
en el que esta permaneció en 
prisión, sobre la base de pruebas 
deficientes y circunstanciales, con 
lo que se puede establecer que el 
Ministerio Público no obró con 
debida diligencia, siendo esta 
entidad la que genera la afectación 
de derechos.  
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Identificar las relaciones de 
poder en la situación bajo 
estudio. 

CONSIDERANDO DECIMOTERCERO: “Que la defensa de la 
acusada IMPUTADA, esto es, el abogado Bórquez Díaz ha 
solicitado la absolución de su defendida de los hechos 
imputados, al considerar que ésta no tiene ningún grado de 
participación en tales hechos, al ser arrastrada a este juicio 
solamente por su vinculación de pareja respecto de 
IMPUTADO 1 y que la acusación en su contra es una 
imputación genérica que no cumple con el estándar mínimo 
de requisitos para ser tenida como tal. 
En el mismo sentido, la propia acusada IMPUTADA ha negado 
toda y cualquier participación en los hechos que le imputan y 
manifiesta que siempre ha manejado dinero por su trabajo de 
administradora de locales nocturnos y los bienes que los 
automóviles o el sitio que adquirió los hizo con dinero 
proveniente de sus actividades lícitas, además precisa que las 
múltiples anotaciones que aparecen en las libretas que le 
fueron incautadas, corresponden a las ventas y compras de 
insumos para los locales que ha administrado y sus negocios 
de venta de ropa y pelo que ha realizado”. 
 

En el caso la afectación de la 
imputada se produce en razón del 
ejercicio de la acción jurídico penal 
del Ministerio Público en su 
contra. La persecución penal en sí 
implica una situación de 
desigualdad entre la persona 
imputada (particular) y el ente 
acusador (órgano del Estado), que 
es morigerado a través de distintos 
mecanismos que facilitan el 
resguardo de los derechos y el 
acceso a la justicia como lo es la 
defensa penal pública.  
Ahora, tratándose la imputada de 
una mujer dominicana, por tanto 
extranjera, sin conocimiento de la 
normativa nacional y por lo tanto 
una situación de desventaja para 
poder defenderse y comprender la 
situación que le afecta, claramente 
se produce una situación de 
desigualdad más acentuada que la 
que concurriría en el caso de otra 
persona que enfrenta un proceso 
penal. A ello debe sumarse la 
consideración de que enfrenta 
este proceso en prisión preventiva 
lo que implica la separación de la 
imputada de sus redes de apoyo y 
de sus fuentes de ingreso informal, 
por lo que se configura un 
contexto donde esta desigualdad 
se ve agravada.  

 Identificar los roles, 
estereotipos, mitos y 
prejuicios que puedan 
surgir tanto desde la visión 
de la magistratura, como 
de las intervenciones de las 
partes. 

CONSIDERANDO OCTAVO (EXTRACTO): “Manifiesta que para 
él (testigo), se trataba de una organización, porque cumplían 
diferentes funciones dirigidas por IMPUTADO 1. La pareja de 
IMPUTADO 1 tenía claro las actividades de éste, además que 
se aprovechaba de los productos de la venta de droga, como 
la compra de un terreno o vehículo (…) 
En una conversación entre IMPUTADA y XXXX se observa la 
preocupación de IMPUTADA por el cambio de teléfonos. 
Incluso cuando se detuvo a IMPUTADO 3 y IMPUTADO 4, la 
primera preocupación era la de que se cambiaran los 
teléfonos. Ella se refería en muchas ocasiones al "San", como 
una polla, cobraba dineros. IMPUTADA hace nexos para que 
su pareja le vaya a dejar droga a un local nocturno, le pide que 
vaya a dejar "leche" en horas de la madrugada en un local 
nocturno. IMPUTADA se dedicaba a la administración del 
local "XXXX" 
(…) IMPUTADA estaba preocupada porque se cambiaran los 
teléfonos, pero ella se negó a cambiar el suyo, porque 
pensaba que su teléfono no podía ser intervenido. Ella, a 
pesar de hacer nexos para la venta de la droga, no tocaba la 
droga, por esa razón se sentía más segura (…) 

En este caso, de la acusación se 
desprenden varios estereotipos de 
género en contra de la imputada, 
asumiendo que por el hecho de ser 
la pareja del imputado sindicado 
como líder de la supuesta banda 
delictual debía saber de sus 
actividades, los apoyaba y que 
además se aprovechaba de las 
ventas de la droga, asumiendo que 
la única forma en que una mujer 
extranjera (que además reconoció 
haber ejercido el comercio sexual) 
podía obtener el dinero suficiente 
como para comprar vehículos o un 
terreno. Así se observa que el 
Ministerio Público descansa su 
argumentación en una 
preconcepción de las relaciones de 
pareja y la distribución de recursos 
en su interior, sin basar su 
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Se hizo un análisis y se concluyó que IMPUTADA mantenía un 
egreso superior al ingreso (…) 
IMPUTADA estaba hostil en todo momento. Se trataba de 
una organización criminal que lideraba IMPUTADO 1, la cual 
importaba cocaína desde el Perú y mantenía brazos 
operativos en Punta Arenas. Se incautaron 2 kilos y algo más 
de clorhidrato de cocaína a IMPUTADO 5.” 
 
CONSIDERANDO DUODÉCIMO (EXTRACTO): “En relación a 
IMPUTADA, por ser pareja y padres en común de un hijo, 
además de convivir con él, es lógico y esperable que tuviera 
una vinculación y comunicación permanente con el principal 
implicado IMPUTADO 1, respecto de la cual asimismo, se 
probó en el juicio que administraba un local nocturno 
denominado "XXXX" , al cual solían concurrir el resto de los 
imputados, todos de nacionalidad Dominicana, por lo que el 
conocimiento mutuo entre ellos y conversaciones frecuentes, 
resultan plenamente atendibles al formar una misma 
comunidad extranjera que habitualmente se reunía en ese 
local para celebrar o conmemorar sus tradiciones.” 

acusación respecto de la imputada 
en argumentos respaldados en 
evidencia. El tribunal en su 
decisión lo deja claro, indicando 
que la prueba es bastante pobre e 
insuficiente, e identificando que la 
argumentación del Ministerio 
Público está basada en 
preconcepciones, dando cuenta 
de la aplicación del enfoque de 
género. 
 
Otro estereotipo que es superado 
por el tribunal es el de los 
extranjeros en general, indicando 
que el conocimiento mutuo y las 
conversaciones frecuentes son 
entendibles en el contexto de una 
comunidad extranjera que 
habitualmente se reunía en el local 
administrado por la imputada para 
“celebrar o conmemorar sus 
tradiciones”. 

Identificar las 
manifestaciones sexistas 
que se presentan en el 
caso. 

CONSIDERANDO OCTAVO (EXTRACTO): “Manifiesta que para 
él (testigo), se trataba de una organización, porque cumplían 
diferentes funciones dirigidas por IMPUTADO 1. La pareja de 
IMPUTADO 1 tenía claro las actividades de éste, además que 
se aprovechaba de los productos de la venta de droga, como 
la compra de un terreno o vehículo.” 
 

La mayoría de lo indicado en el 
punto anterior es aplicable a este 
análisis, y en este extracto es la 
manifestación más evidente, dado 
que asume desde ya que la 
imputada se aprovechaba de los 
dineros obtenidos de la venta de 
droga, sin que pueda obtener 
dichos ingresos de formas diversas 
a la ya mencionada. Aquello se 
vincula a una minusvaloración de 
la capacidad de las mujeres para 
generar ingresos y la 
preconcepción respecto de que los 
ingresos de una mujer provienen 
de lo que genera su pareja.  

Establecer si en el caso 
concurren dos o más 
discriminaciones (género, 
raza, sexo, etnia, edad…) 
por lo que se requiere el 
análisis de la 
interseccionalidad. 

CONSIDERANDO DÉCIMOCUARTO (EXTRACTO): “Asimismo, 
ella ha reconocido haber ejercido durante algún tiempo el 
comercio sexual y/o administrar el trabajo de otras chicas en 
el local, con lo cual ha podido generarse una cantidad 
considerable de recursos, todos ellos por cierto, en la 
informalidad tributaria, como es habitual en estos casos, así 
como la venta continua de tragos en su local, por lo que la 
aseveración en juicio del funcionario policial en el sentido que 
no concordaban los ingresos de ésta con sus egresos, tiene 
una justificación razonable en la operación informal de este 
negocio que, podrá ser materia de una investigación 
tributaria, pero de un reproche penal por la compra y venta 
de un par de vehículos de relativo bajo valor, así como del pie 
para la compra de un sitio.” 
 

En el caso la interseccionalidad es 
evidente desde el inicio, dado que 
5 de los 6 imputados son de 
nacionalidad dominicana, 
incluyendo la imputada, por lo que 
concurren más de una 
discriminación en su contra, al 
interactuar la nacionalidad con el 
género.  
En relación a la nacionalidad, a la 
vez pueden concurrir otros 
elementos que no se expresan, por 
ejemplo, el color de piel, la 
diferencia cultural, el estatus 
migratorio, etc. A esto se le suma 
lo indicado en el considerando 
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reproducido, en donde la 
imputada reconoce haber ejercido 
el comercio sexual y/o administrar 
el trabajo de otras chicas, cuestión 
que se suma al análisis en comento 
considerando la discriminación a la 
que han sido sujetas -
históricamente- las mujeres que 
han ejercido esta actividad. 
Atender a esta situación es 
esencial en el caso, y si bien el 
tribunal lo incorpora en su 
razonamiento podría habérsele 
dado un tratamiento más 
profundo con el objeto de 
potenciar el efecto pedagógico de 
la sentencia.  

PASO III: Revisión de las pruebas 
Examinar las pruebas bajo 
el esquema propio de 
valoración, en especial las 
relacionadas con la 
discriminación o la 
violencia, dado que a veces 
no se logra la prueba 
directa. 

CONSIDERANDO DÉCIMOCUARTO (EXTRACTO): El ministerio 
público imputa a IMPUTADA la conducta específica de 
encargarse de entregar droga ilícita, recolectar y utilizar el 
dinero de la obtención de dicho tráfico, además de entregar 
información y protección a su conviviente IMPUTADO 1. 
Sin embargo, en ninguna de las pistas de escuchas telefónicas 
puede estimarse que IMPUTADA hacía entrega de drogas, 
como sostiene el ministerio público, no le fue encontrada 
entre sus pertenencias rastros de droga ilícita alguna, salvo 
las 2 pastillas de MDMA que se encontraban en la cocina del 
domicilio que habitaba junto a IMPUTADO 1 y que éste ha 
admitido ser de su pertenencia, lo cual parece verosímil, en 
cuanto a que si respecto de él obran antecedentes concretos 
que se dedicaba al comercio de sustancias ilícitas. 
Por otro lado, el ministerio público sostiene su acusación 
respecto de IMPUTADA en que ésta se dedicaba además a 
recolectar el dinero producto de la droga y utilizar el dinero 
obtenido, lo cual no se sustenta suficientemente en la prueba 
acompañada por el ministerio público. En efecto, el 
persecutor penal, sustenta dicha aseveración en que en el 
domicilio de IMPUTADA fueron halladas varias libretas con 
anotaciones de ventas, con ingresos de dinero y otros 
documentos que darían cuenta de la compra por parte de 
éste de un par de vehículos y un sitio o terreno. Sin embargo, 
dichas anotaciones no solo son equívocas en cuanto a su real 
origen, sino que muchas de ellas se evidencian claramente 
que corresponden a consumos de licores, compra de dichas 
bebidas y otros insumos, coincidentes con la administración 
del local "XXXX" que, indubitadamente, administraba. 
Asimismo, ella ha reconocido haber ejercido durante algún 
tiempo el comercio sexual y/o administrar el trabajo de otras 
chicas en el local, con lo cual ha podido generarse una 
cantidad considerable de recursos, todos ellos por cierto, en 
la informalidad tributaria, como es habitual en estos casos, así 
como la venta continua de tragos en su local, por lo que la 
aseveración en juicio del funcionario policial en el sentido que 
no concordaban los ingresos de ésta con sus egresos, tiene 

En el caso en comento, el análisis 
que realiza el tribunal de la prueba 
rendida por los intervinientes en el 
proceso respecto de la acusación 
es adecuado. El Ministerio Público 
pretende darle un carácter de 
organización a una agrupación que 
no revestía tales características. 
Tal análisis es aún más evidente en 
el caso de la imputada, teniendo 
en consideración que fue la única 
absuelta de los 6 imputados en el 
caso, pese a que el Tribunal es 
claro en indicar que dicha decisión 
no implica en caso alguno 
reconocer la inocencia de la 
imputada, atendida la diferencia 
entre inocente y no culpable. 
En atención a lo anterior se 
detecta la aplicación del enfoque 
de género al resguardar el tribunal 
los derechos de la víctima y 
desestimar en la valoración de la 
prueba aquella que se aprecia 
como circunstancial y vinculada a 
estereotipos de género, lo que 
ciertamente es valorado 
positivamente. Aun así, este orden 
de argumentos podría haber sido 
profundizados para dar cuenta del 
uso sustantivo de la perspectiva de 
género de forma más explícita.  
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una justificación razonable en la operación informal de este 
negocio que, podrá ser materia de una investigación 
tributaria, pero de un reproche penal por la compra y venta 
de un par de vehículos de relativo bajo valor, así como del pie 
para la compra de un sitio. 
En cuanto a la imputación en el sentido que IMPUTADA 
entregaba información y protección a IMPUTADO 1, al ser tan 
vaga como imprecisa, toda vez que no se indica que tipo de 
información o protección se entregaba, habida consideración 
que ellos eran pareja, vivían juntos y tenían un hijo en común, 
no parece reprochable que se entreguen información y 
protección, por lo demás parecen ser más bien deberes 
propios de la convivencia que tenían. En efecto, si bien el 
ministerio público parece insinuar que la información y 
protección aludida, se daría en términos que ésta le 
proporcionaba información y protección a IMPUTADO 1 en 
relación a su accionar en el tráfico ilícito de drogas que este 
desarrollaba, ninguna de las escuchas telefónicas 
incorporadas al juicio resulta ser irrefutable de aquello, 
puesto que aún en el entendido que siempre este tipo de 
conversaciones lo son en clave o con alusión a otras 
actividades lícitas. 
Por otra parte, los testigos acompañados por la defensa, 
consistentes en la declaración de TESTIGO 9, TESTIGO 10 y 
TESTIGO 11, si bien son personas cercanas a ella, sus 
testimonios son coincidentes en describir la actividad 
comercial o empresarial que desarrollaba IMPUTADA y que le 
permitía tener recursos suficientes para financiar las 
adquisiciones de vehículos y sitio ya indicado, lo que le da 
verosimilitud a la versión ya entregada por ella e incluso por 
los funcionarios policiales que la investigaban, en cuanto a 
que ésta administraba un local nocturno, aunque la venta de 
ropa y pelo, no se lograra acreditar fehacientemente, al 
menos, no en la magnitud pretendida, sus otros negocios si 
justifican ingresos por montos de inversiones que, por lo 
demás, no resultan ser de una gran magnitud. 
En este sentido, el tribunal no duda, sino más bien parece 
razonable entender que si vivían juntos y eran pareja estable, 
IMPUTADA conociera y supiera las actividades ilícitas que 
desempeñaba su pareja, sin embargo, al no tener obligación 
de denunciar y aun encontrándose en alguna de las hipótesis 
de encubrimiento del artículo 17 del Código Punitivo, ella se 
encontraría exenta de responsabilidad penal, dada su 
condición de conviviente civil de IMPUTADO 1.  

 

PASO IV: Examen Normativo 
Revisar y aplicar las normas 
que conciernen al caso, 
teniendo en cuenta que en 
materia de DDHH, 
discriminación y acceso a la 
justicia, el marco 
normativo para el país es 
amplio.   

CONSIDERANDO SEGUNDO (EXTRACTO): “Tales hechos 
constituyen a juicio del Ministerio Público, el delito 
consumado de tráfico de drogas del artículo tercero en 
relación al primero, ambos de la Ley N° 20.000, donde a todos 
los imputados les corresponde participación en calidad de 
autores en los términos del artículo 15 N° 1 del Código Penal. 
Según el acusador, respecto de los acusados IMPUTADO 1, 
IMPUTADA, IMPUTADO 2, IMPUTADO 3, IMPUTADO 4 y 

En este caso, el delito por el cual 
son perseguidos los imputados 
corresponde al tráfico ilícito de 
drogas, contenido en el art. 3 de la 
Ley 20.000, además de la 
agravante del art. 19 letra a) del 
mismo cuerpo normativo, 
correspondiente a si el imputado 
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IMPUTADO 5, concurriría la agravante del artículo 19 letra a) 
de la Ley N°20.000, esto es “si el imputado formó parte de una 
agrupación o reunión de delincuentes, sin incurrir en el delito 
de organización del artículo 16”, en tanto que no concurrirían 
circunstancias atenuantes de responsabilidad penal.” 
 
CONSIDERANDO CUADRAGÉSIMOQUINTO (EXTRACTO): 
“Por estas consideraciones, y visto además lo dispuesto en los 
artículos 1°, 11 N° 6, 15, 18, 28, 30, 31,45, 47, 48, 49, 50, 68, 
69 y 70 del Código Penal; artículos 45, 297 y 342 y siguientes 
del Código Procesal Penal; artículos 1°, 3° y 4° de la Ley N° 
20.000.-; se declara(…).” 
 

formó parte de una agrupación o 
reunión de delincuentes, sin 
incurrir en el delito de 
organización del art. 16. 
 
La sentencia no incorpora normas 
del derecho internacional de los 
derechos humanos. Desde la 
perspectiva de género lo anterior 
se considera un déficit pues la 
referencia normas relativas a la 
igualdad y no discriminación, o a la 
configuración de las mujeres, o las 
personas migrantes como grupos 
en situación de vulnerabilidad, 
podría haber robustecido la 
argumentación del tribunal, 
construyendo un estándar más 
claro de actuación para el 
Ministerio Publico en este tipo de 
casos.  

Analizar la aparente 
neutralidad de la norma a 
fin de determinar su 
alcance discriminatorio y 
evaluar el impacto 
diferenciado en su 
aplicación. 

No aplica 

En este caso no se hace referencia 
a problemas de discriminación de 
la norma o discriminación 
indirecta. 

PASO V: Revisión de jurisprudencia y fuentes del derecho 

Revisar y usar la 
jurisprudencia, la doctrina 
jurídica, los principios 
generales del derecho y los 
criterios de interpretación 
jurídica. 

No aplica 

El tribunal no cita doctrina, 
jurisprudencia ni principios en la 
sentencia, solo basa su decisión y 
razonamiento en las pruebas 
rendidas, lo que constituye un 
déficit desde la perspectiva de 
género.  
Debe considerarse que, en ámbito 
del derecho internacional de los 
derechos humanos, 
especialmente existen desarrollos 
relevantes respecto de elementos 
involucrados en el caso, tales 
como estereotipos de género, o las 
obligaciones reforzadas de 
protección del estado ante la 
potencial afectación de derechos 
de personas en situación de 
vulnerabilidad, como lo son las 
mujeres y las personas migrantes, 
el uso de la prisión preventiva, la 
afectación agravada de la prisión 
para el caso de las mujeres, entre 
otros temas que sin duda habrían 
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enriquecido el análisis jurídico y el 
efecto pedagógico de la sentencia.   

PASO VI: La sentencia 

Elaborar una decisión 
(sentencia) en un plazo 
razonable, con prioridad, 
con una hermenéutica 
sensitiva de género, 
dirigida a asegurar la 
igualdad, la no 
discriminación y el acceso a 
la justicia. 

CONSIDERANDO DÉCIMO CUARTO (EXTRACTO): El 
ministerio público imputa a IMPUTADA la conducta específica 
de encargarse de entregar droga ilícita, recolectar y utilizar el 
dinero de la obtención de dicho tráfico, además de entregar 
información y protección a su conviviente IMPUTADO 1. 
Sin embargo, en ninguna de las pistas de escuchas telefónicas 
puede estimarse que IMPUTADA hacía entrega de drogas, 
como sostiene el ministerio público, no le fue encontrada 
entre sus pertenencias rastros de droga ilícita alguna, salvo 
las 2 pastillas de MDMA que se encontraban en la cocina del 
domicilio que habitaba junto a IMPUTADO 1 y que éste ha 
admitido ser de su pertenencia, lo cual parece verosímil, en 
cuanto a que si respecto de él obran antecedentes concretos 
que se dedicaba al comercio de sustancias ilícitas. 
Por otro lado, el ministerio público sostiene su acusación 
respecto de IMPUTADA en que ésta se dedicaba además a 
recolectar el dinero producto de la droga y utilizar el dinero 
obtenido, lo cual no se sustenta suficientemente en la prueba 
acompañada por el ministerio público. En efecto, el 
persecutor penal, sustenta dicha aseveración en que en el 
domicilio de IMPUTADA fueron halladas varias libretas con 
anotaciones de ventas, con ingresos de dinero y otros 
documentos que darían cuenta de la compra por parte de 
éste de un par de vehículos y un sitio o terreno. Sin embargo, 
dichas anotaciones no solo son equívocas en cuanto a su real 
origen, sino que muchas de ellas se evidencian claramente 
que corresponden a consumos de licores, compra de dichas 
bebidas y otros insumos, coincidentes con la administración 
del local "RESTAURANT 1" que, indubitadamente, 
administraba. Asimismo, ella ha reconocido haber ejercido 
durante algún tiempo el comercio sexual y/o administrar el 
trabajo de otras chicas en el local, con lo cual ha podido 
generarse una cantidad considerable de recursos, todos ellos 
por cierto, en la informalidad tributaria, como es habitual en 
estos casos, así como la venta continua de tragos en su local, 
por lo que la aseveración en juicio del funcionario policial en 
el sentido que no concordaban los ingresos de ésta con sus 
egresos, tiene una justificación razonable en la operación 
informal de este negocio que, podrá ser materia de una 
investigación tributaria, pero de un reproche penal por la 
compra y venta de un par de vehículos de relativo bajo valor, 
así como del pie para la compra de un sitio. 
En cuanto a la imputación en el sentido que IMPUTADA 
entregaba información y protección a IMPUTADO 1, al ser tan 
vaga como imprecisa, toda vez que no se indica que tipo de 
información o protección se entregaba, habida consideración 
que ellos eran pareja, vivían juntos y tenían un hijo en común, 
no parece reprochable que se entreguen información y 
protección, por lo demás parecen ser más bien deberes 
propios de la convivencia que tenían. En efecto, si bien el 
ministerio público parece insinuar que la información y 
protección aludida, se daría en términos que ésta le 

La sentencia no hace mención 
sobre la razonabilidad del plazo de 
investigación y tramitación de la 
causa, sin embargo, de los hechos 
narrados se desprende que el fallo 
se dictó 1 año después de que se 
realiza la detención de la mayoría 
de los imputados, presentándose 
los problemas en el proceso 
investigativo más que en el juicio 
mismo. En este sentido es posible 
afirmar que el plazo de 
investigación y tramitación judicial 
cumple el estándar del plazo 
razonable.  
Sin embargo, considerando el nivel 
y rigor de las pruebas, sobre todo 
teniendo en consideración la 
intención del Ministerio Público de 
que los imputados fueran 
considerados como una 
agrupación criminal, dan cuenta 
de que la investigación penal no 
cumplió con los estándares 
necesarios para resguardar la 
igualdad y no discriminación. 
Especialmente relevante en el 
caso de la imputada es la 
circunstancia de que permaneció 
durante este plazo en prisión 
preventiva. Al criticar esta 
situación, el tribunal da cuenta de 
una hermenéutica sensible al 
género, lo que se aprecia en la 
desestimación de la 
argumentación basada en 
estereotipos de género y 
estereotipos basados en la 
nacionalidad. 



Página 12 de 14 
 

proporcionaba información y protección a IMPUTADO 1 en 
relación a su accionar en el tráfico ilícito de drogas que este 
desarrollaba, ninguna de las escuchas telefónicas 
incorporadas al juicio resulta ser irrefutable de aquello, 
puesto que aún en el entendido que siempre este tipo de 
conversaciones lo son en clave o con alusión a otras 
actividades lícitas. 
Por otra parte, los testigos acompañados por la defensa, 
consistentes en la declaración de TESTIGO 9, TESTIGO 10 y 
TESTIGO 11, si bien son personas cercanas a ella, sus 
testimonios son coincidentes en describir la actividad 
comercial o empresarial que desarrollaba IMPUTADA y que le 
permitía tener recursos suficientes para financiar las 
adquisiciones de vehículos y sitio ya indicado, lo que le da 
verosimilitud a la versión ya entregada por ella e incluso por 
los funcionarios policiales que la investigaban, en cuanto a 
que ésta administraba un local nocturno, aunque la venta de 
ropa y pelo, no se lograra acreditar fehacientemente, al 
menos, no en la magnitud pretendida, sus otros negocios si 
justifican ingresos por montos de inversiones que, por lo 
demás, no resultan ser de una gran magnitud. 
En este sentido, el tribunal no duda, sino más bien parece 
razonable entender que si vivían juntos y eran pareja estable, 
IMPUTADA conociera y supiera las actividades ilícitas que 
desempeñaba su pareja, sin embargo, al no tener obligación 
de denunciar y aun encontrándose en alguna de las hipótesis 
de encubrimiento del artículo 17 del Código Punitivo, ella se 
encontraría exenta de responsabilidad penal, dada su 
condición de conviviente civil de IMPUTADO 1. 
En definitiva, por estas consideraciones, se procederá a 
absolver a IMPUTADA del cargo que le fuera formulado de 
ser autora del delito de tráfico ilícito de sustancias 
estupefacientes o psicotrópicas. 

Elaborar la decisión con tal 
rigor, que conlleve un 
efecto pedagógico 
orientado a la 
transformación cultural y a 
la no continuidad de 
conductas discriminatorias 
y violentas asegurando el 
acceso a la justicia. 

CONSIDERANDO DÉCIMOCUARTO (EXTRACTO): El ministerio 
público imputa a IMPUTADA la conducta específica de 
encargarse de entregar droga ilícita, recolectar y utilizar el 
dinero de la obtención de dicho tráfico, además de entregar 
información y protección a su conviviente IMPUTADO 1. 
Sin embargo, en ninguna de las pistas de escuchas telefónicas 
puede estimarse que IMPUTADA hacía entrega de drogas, 
como sostiene el ministerio público, no le fue encontrada 
entre sus pertenencias rastros de droga ilícita alguna, salvo 
las 2 pastillas de MDMA que se encontraban en la cocina del 
domicilio que habitaba junto a IMPUTADO 1 y que éste ha 
admitido ser de su pertenencia, lo cual parece verosímil, en 
cuanto a que si respecto de él obran antecedentes concretos 
que se dedicaba al comercio de sustancias ilícitas. 
Por otro lado, el ministerio público sostiene su acusación 
respecto de IMPUTADA en que ésta se dedicaba además a 
recolectar el dinero producto de la droga y utilizar el dinero 
obtenido, lo cual no se sustenta suficientemente en la prueba 
acompañada por el ministerio público. En efecto, el 
persecutor penal, sustenta dicha aseveración en que en el 
domicilio de IMPUTADA fueron halladas varias libretas con 
anotaciones de ventas, con ingresos de dinero y otros 

La sentencia cumple con el 
mencionado efecto pedagógico al 
hacer el análisis del caso de la 
imputada en comento. El 
razonamiento del tribunal toma lo 
presentado por el Ministerio 
Público y lo analiza conforme a la 
prueba rendida en el 
procedimiento, llegando a la 
conclusión de que dichas 
imputaciones eran erradas y se 
llegaban a ellas más bien por 
estereotipos aplicables a una 
imputada como estas 
características, extranjera y con 
experiencia en el mundo del 
comercio sexual. 
 
A modo de ejemplo, el tribunal 
indica -frente a la aseveración de 
un funcionario policial de que los 
ingresos del local administrado por 
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documentos que darían cuenta de la compra por parte de 
éste de un par de vehículos y un sitio o terreno. Sin embargo, 
dichas anotaciones no solo son equívocas en cuanto a su real 
origen, sino que muchas de ellas se evidencian claramente 
que corresponden a consumos de licores, compra de dichas 
bebidas y otros insumos, coincidentes con la administración 
del local "XXXX" que, indubitadamente, administraba. 
Asimismo, ella ha reconocido haber ejercido durante algún 
tiempo el comercio sexual y/o administrar el trabajo de otras 
chicas en el local, con lo cual ha podido generarse una 
cantidad considerable de recursos, todos ellos por cierto, en 
la informalidad tributaria, como es habitual en estos casos, así 
como la venta continua de tragos en su local, por lo que la 
aseveración en juicio del funcionario policial en el sentido que 
no concordaban los ingresos de ésta con sus egresos, tiene 
una justificación razonable en la operación informal de este 
negocio que, podrá ser materia de una investigación 
tributaria, pero de un reproche penal por la compra y venta 
de un par de vehículos de relativo bajo valor, así como del pie 
para la compra de un sitio. 
En cuanto a la imputación en el sentido que IMPUTADA 
entregaba información y protección a IMPUTADO 1, al ser tan 
vaga como imprecisa, toda vez que no se indica que tipo de 
información o protección se entregaba, habida consideración 
que ellos eran pareja, vivían juntos y tenían un hijo en común, 
no parece reprochable que se entreguen información y 
protección, por lo demás parecen ser más bien deberes 
propios de la convivencia que tenían. En efecto, si bien el 
ministerio público parece insinuar que la información y 
protección aludida, se daría en términos que ésta le 
proporcionaba información y protección a IMPUTADO 1 en 
relación a su accionar en el tráfico ilícito de drogas que este 
desarrollaba, ninguna de las escuchas telefónicas 
incorporadas al juicio resulta ser irrefutable de aquello, 
puesto que aún en el entendido que siempre este tipo de 
conversaciones lo son en clave o con alusión a otras 
actividades lícitas. 
Por otra parte, los testigos acompañados por la defensa, 
consistentes en la declaración de TESTIGO 9, TESTIGO 10 y 
TESTIGO 11, si bien son personas cercanas a ella, sus 
testimonios son coincidentes en describir la actividad 
comercial o empresarial que desarrollaba IMPUTADA y que le 
permitía tener recursos suficientes para financiar las 
adquisiciones de vehículos y sitio ya indicado, lo que le da 
verosimilitud a la versión ya entregada por ella e incluso por 
los funcionarios policiales que la investigaban, en cuanto a 
que ésta administraba un local nocturno, aunque la venta de 
ropa y pelo, no se lograra acreditar fehacientemente, al 
menos, no en la magnitud pretendida, sus otros negocios si 
justifican ingresos por montos de inversiones que, por lo 
demás, no resultan ser de una gran magnitud. 
En este sentido, el tribunal no duda, sino más bien parece 
razonable entender que si vivían juntos y eran pareja estable, 
IMPUTADA conociera y supiera las actividades ilícitas que 
desempeñaba su pareja, sin embargo, al no tener obligación 

la imputada no concordaban con 
los egresos- que dicha situación 
tiene una justificación razonable 
en la operación informal de ese 
tipo de negocios, cuestión que 
puede ser materia de una 
investigación y eventual sanción 
tributaria, pero dista mucho de un 
reproche penal. 
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de denunciar y aun encontrándose en alguna de las hipótesis 
de encubrimiento del artículo 17 del Código Punitivo, ella se 
encontraría exenta de responsabilidad penal, dada su 
condición de conviviente civil de IMPUTADO 1.  

Dictar medidas de 
reparación integral 

CONSIDERANDO DÉCIMO CUARTO (EXTRACTO): “En 
definitiva, por estas consideraciones, se procederá a absolver 
a IMPUTADA del cargo que le fuera formulado de ser autora 
del delito de tráfico ilícito de sustancias estupefacientes o 
psicotrópicas.” 
 

El tribunal no razona en torno a la 
disposición de medidas de 
reparación integral, sin embargo al 
tratarse de una sentencia 
absolutoria, y haber un 
reconocimiento expreso de que el 
Ministerio Público actuó sin el 
respaldo de las pruebas suficientes 
al acusar a la imputada, la 
sentencia misma puede 
considerarse una forma de 
reparación, aunque parcial.  

 


